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Primeramente a Dios por haberme permitido concluir una etapa más en mi 
vida académica pese a las diversas dificultades que se me presentaron durante 
estos años de estudios… 
A mi familia, por estar siempre a mi lado, brindarme a su apoyo incondicional 
y motivarme a seguir mejorando como persona y profesional… 
 A mi Pablo, que sin su amor, paciencia y compañía todo esto hubiese sido 
más complejo…. 
A Pamela, quien como consejera técnica del Tribunal siempre estuvo 
dispuesta a ayudarme ante cada duda que surgía durante el desarrollo de este 
trabajo. 
Al Poder Judicial, por haberme otorgado la beca de estudios que me permitió 
alcanzar el grado de magister…  

















A mi amada abuelita…Donatila Mellado Opazo (Q.E.P.D.) 
(Palabras leídas en su funeral 13-02-2019). 
Dicen que todas las aves migratorias siempre encuentran su camino de 
regreso... y sin duda alguna tú llegaste a esta vida como un ave; libre, protectora, 
sin límites y sin miedo a nada. Hoy, decidiste volar a encontrarte con tus amados 
padres, hermanas y con Dios, lo hiciste de una manera especial cuando sentiste 
que tu misión en la vida ya estaba hecha. 
Fuiste una mujer independiente, inusual para tu época, siempre convincente 
de tus ideas y pensamientos. Jamás permitiste que te pasaran a llevar o que 
alguien contradijera tus decisiones, esa personalidad te hizo única y en más de una 
ocasión nos sacó sonrisas que a pesar de tu avanzada edad, esa mujer fuerte con 
decisión aún estaba presente en tu frágil cuerpo. 
Te encontraremos en cada acorde, melodía y canción de Violeta Parra; 
quizás quisiste volver a los diecisiete, como esa canción que siempre cantabas. 
Estarás en las alegrías de las fiestas campesinas, esas que con tu voz y guitarra, 
transformaste en un lugar de encuentro y felicidad.  
Brindaremos con una copa de vino tinto para recordarte siempre, pues sólo 
muere a quien se olvida. Nos quedamos con tu legado de ser mujeres 
independientes, con decisión y siempre dispuesta por luchar por nuestros proyectos 
de vida. 
Es inevitable no estar triste, pues dejas un vacío en cada persona que estuvo 
junto a ti; pero tengo la certeza que con el paso del tiempo esa pena se convertirá 
en nostalgia, para luego ser un recuerdo donde solo habrá orgullo y felicidad al 
recordar cada una de las cosas que hiciste. 
Querida abuelita solo nos queda desearte que tu último vuelo al encuentro 
con el señor sea tu viaje más bello, que los Ángeles te reciban con los brazos 
abiertos y te rodeen de amor. 
Te extrañaremos, pero en algún momento nos volveremos a ver. Ahora solo 
nos queda dar gracias a la vida, por haberte conocido y disfrutado hasta tus últimos 
días…. 
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1.- CARACTERISTICAS GENERALES DE LA INSTITUCIÓN.  
 
Nombre Juzgado de Familia de Ancud 
Juez Presidente Cristian Eduardo Vilches Silva 
Juez Titular Rolando Christian Díaz Coloma 
Juez Suplente Claudio  Ernesto Thomas Veloso 
Administrador Alberto Hinostroza Loaiza 
Jefe de Unidad Patricio Bórquez Rosas 
Dirección  Calle Pudeto N°201, comuna de Ancud, Chile. 
Teléfonos  +56652626424 – 652626425 -652626426 
Correo electrónico  jfancud@pjud.cl 
Tipo de Institución Tribunal de Justicia  
Representante  Corte Suprema de Justicia 
Dirección Calle Compañía 1140, Santiago, Región 
Metropolitana 
Teléfono (2) 2873 5000 
Representante Personal Corporación Administrativa del Poder Judicial 
Dirección  Mario Alvo Hassan N°1460, Santiago, Región 
Metropolitana. 
Teléfonos  26746603 
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1.1.- Ubicación geográfica de la institución.  
 
El Juzgado de Familia de Ancud se ubica en calle Pudeto N°201 de la comuna 






1.2.- Breve reseña histórica. 
 
El Juzgado de Familia de Ancud forma parte del Poder Judicial de Chile, el 
cual es uno de los tres pilares que sostienen el estado democrático de derecho de 
nuestro país, junto al Poder Ejecutivo y el Legislativo. Está conformado por tribunales 
de diversa competencia: civil, penal, laboral y familia y su labor está destinada a 
otorgar a las personas una justicia oportuna y de calidad. 
El trabajo del Poder Judicial en general está enfocado a generar confianza 
entre los ciudadanos, fortaleciendo la democracia y contribuyendo a la paz social. 
Para ello, cumple su función de administrar justicia de manera honesta, confiable y 
eficiente, bajo el concepto de servicio de calidad a las personas, donde priman el 
respeto, la no discriminación y el más amplio acceso a la justicia. 
A la cabeza del Poder Judicial se encuentra la Corte Suprema y bajo ella se 
sitúan 17 Cortes de Apelaciones, ubicadas en las distintas regiones del país. De 
estas últimas dependen 465 tribunales de primera instancia, distribuidos en todo el 
territorio nacional, uno de ellos es el Juzgado de Familia de Ancud. 
Los Juzgados de Familia, que actualmente son 60 en total, están integrados 
por un número variable de jueces determinados en cada caso por Ley 19.968, 
variando entre 1 a 12 jueces por cada juzgado. Cuentan, además, con un consejo 
técnico, un administrador de tribunal y una planta de empleados que se organizan en 
unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de sus funciones. 
Cada juez ejerce unipersonalmente la potestad jurisdiccional respecto de los 
asuntos que las leyes le encomiendan. El territorio jurisdiccional de cada uno de los 
Juzgados de Familia es una comuna o agrupación de comunas. 
Es de competencia de los Juzgados de Familia: la regulación de los derechos-
deberes de los padres respecto de sus hijos; las acciones de filiación y constitución o 
modificación del estado civil de las personas; las medidas de protección aplicables a 
niños o adolescentes vulnerados o amenazados en sus derechos; las declaraciones 
de interdicción; las guardas; los procedimientos relativos a la adopción; las acciones 
de separación, divorcio y nulidad del matrimonio; algunos asuntos entre los 
cónyuges, relativos al régimen patrimonial del matrimonio y los bienes familiares; los 
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procedimientos por actos de violencia intrafamiliar y, en general, toda cuestión 
personal derivada de las relaciones de familia. 
El procedimiento que aplican estos juzgados es oral, concentrado y 
desformalizado. En él priman los principios de la inmediación, actuación de oficio y 
búsqueda de soluciones colaborativas entre partes, por lo que incorpora el sistema 
de mediación. Tienen, asimismo, como principio rector la protección de la intimidad, 
el interés superior del niño o adolescente y su derecho a ser oído. 
En las comunas o agrupaciones de comunas que no son territorio jurisdiccional 
de estos juzgados, el conocimiento de las materias de su competencia corresponde a 
los Juzgados de Letras. 
La creación de los Tribunales de Familia fue determinada por la Ley 19.968 y 
entraron en funciones en octubre de 2005 en reemplazo de los juzgados de letras de 
menores, con el objetivo de otorgar justicia especializada para los conflictos de 
naturaleza familiar, teniendo como objetivos específicos para su creación los 
siguientes:  
 Concentrar en una jurisdicción única y especializada los asuntos de familia.  
 Proporcionar a las partes instancias adecuadas para llegar a soluciones 
cooperativas. Promover soluciones pacíficas y consensuadas. 
 Abordar los conflictos familiares en su integridad, considerando los múltiples 
aspectos involucrados. Para ello el juez cuenta con asesoría especializada de 
un consejo técnico. 
 Garantizar que el juez tenga un conocimiento directo e inmediato de los 
asuntos que conoce. Procedimientos orales, flexibles, y concentrados. 
 Otorgar mayor rapidez y eficiencia a la justicia de familia. 
 Mejorar el acceso y aumentar la oferta de justicia. 
 
Dando respuesta a los objetivos antes referidos, es que el Juzgado de Familia 
de Ancud se constituyó como tal el día 01 de octubre del año 2005, abriendo sus 




1.3.- Cobertura territorial o radio de acción. 
 
           El Juzgado de Familia de Ancud tiene cobertura juridisccional sobre las 
comunas de Quemchi y Ancud, ambas ubicadas en la Provincia de Chiloé, región de 
















1.4.- Caracterización general del sujeto de atención. 
 
Los sujetos de atención del Juzgado de Familia de Ancud están compuestos 
por personas denominadas “usuarios” quienes acuden a la institución con el fin 
buscar solución a los conflictos familiares que les aquejan y que son materia de 
competencia del Tribunal, pudiendo en virtud de la información que reciban, decidir 
judicializar los hechos o buscar una solución alternativa de manera extrajudicial ya 
sea de manera privada entre las partes o con la ayuda de algún organismo de la red. 
Para acceder a ser usuario de los Tribunales de Familia, se debe iniciar el 
procedimiento mediante la presentación de un requerimiento (en casos de 
vulneración de derechos hacia niños, niñas y adolescentes), la interposición de una 
denuncia o demandada (en casos de violencia intrafamiliar) o mediante la 
interposición de demanda (en casos de materias contenciosas como alimentos, 
cuidado personal, divorcio, etc.). Tales presentaciones deben ser presentadas por 
escrito y sólo en casos calificados el juez podrá autorizar su interposición de manera 
oral, levantando un acta para ello. Especial consideración se tendrá cuando el 
requerimiento sea realizado de manera espontánea por un niño, niña o adolescente 
ante las dependencias del Tribunal, caso en el cual se procederá a actuar de 
inmediato tomando todas las medidas necesarias para hacer valer su derecho a ser 
oído, pudiendo incluso hacer una audiencia inmediata para que su requerimiento 
quede grabado en un registro de audio especialmente habilitado para ello, la cual 
gozará de reserva conforme a la Ley.  Una vez presentado el documento de 
denuncia, demanda o requerimiento, se realiza el control de admisibilidad, velando 
porque la demanda especialmente cumpla los requisitos de forma que establece la 
Ley y el Tribunal sea competente para poder seguir conociendo de él. 
De tal forma los sujetos de atención que recurren al Juzgado son bastantes 
heterogéneos, en su gran mayoría abogados, usuarios de manera personal cuando 
aún no inician el proceso judicial y desean hacer las consultas pertinentes en relación 
a la situación conflictiva o, incluso y tal como se señaló anteriormente pueden acudir 
menores de edad, por lo general adolescentes, cuando siente que están siendo 
vulnerados algunos de sus derechos, sujetos que tienen una atención especial en 
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virtud del principio que rige los Tribunales de Familia cual es el Interés Superior del 
Niño. 
Tal como se señaló anteriormente el Juzgado de Familia de Ancud tiene 
cobertura juridisccional sobre las comunas de Quemchi y Ancud, siendo ésta una de 
las tres comunas más grandes y habitadas de la provincia de Chiloé, habiendo sido 
incluso en su oportunidad, la capital provincial, designación que luego fue asignada a 
la comuna de Castro. 
Según el informe del censo de 2017, Ancud tiene una población de 38.991 
habitantes, de los cuales 19.029 son hombres y 19.962, mujeres.  
En cuanto a su composición étnica, existen fuentes que consideran que el 
grueso de la población ancuditana y chilota, en general, desciende principalmente de 
la mezcla entre la población indígena y los colonizadores caucasoides, además, 
algunos estudios genéticos indican que la población de esta zona aparece 
relacionada con la etnia Huilliche, con poblaciones fueguinas y con patrones 
morfológicos óseos de parentesco biológico con los chonos. (Hechem, 2018) 
De acuerdo con la encuesta CASEN año 2015, la tasa de pobreza por 
ingresos en la comuna corresponde a un 15,82% superando el nivel regional con un 
14,26% y país con un 10,41%. En tanto que el porcentaje de personas carentes de 
servicios básicos y hogares hacinados según datos de la misma encuesta en Ancud 
alcanza los 37,80% y 14,10% respectivamente. (BCN, 2018) 
 
1.5.- Estructura física del local o institución. 
 
El Juzgado de Familia de Ancud funciona en un edificio arrendado por la 
Corporación Administrativa del Poder Judicial a la Empresa de Correos de Chile, su 
dirección es calle Pudeto Nº 201, esquina calle Blanco Encalada de la ciudad de 
Ancud, se caracteriza por ser una infraestructura de base de hormigón y techumbre 
de tejuela, de 400 metros cuadrados de superficie. Este edificio cuenta con las 
siguientes dependencias: 
– Acceso: por calle Pudeto con jardín interior. 
14 
 
- Estacionamientos: se ingresa por calle Blanco Encalada tiene espacio para cuatro 
vehículos y también es acceso para el transporte de Gendarmería para traslado de 
intervinientes. 
- Primer Piso: se encuentran el hall y mesón de atención de público; sala Nº 1 de 
audiencias, oficina Consejo Técnico; cocina y servicios higiénicos públicos y 
funcionarios. 
-Segundo piso: se encuentra la sala de audiencia Nº 2; pool de trabajo de unidad de 
cumplimiento; pool de trabajo de unidad de causa; despacho señores Jueces; 
oficina de Consejo Técnico; oficina Jefe de Unidad de Unidad y oficina de 
Administración. 
- Zócalo: se ubican las bodegas del Tribunal, sala de caldera; sala de 
comunicaciones y calabozo ubicado por Gendarmería de Chile. 
 Se encuentra proyectada la construcción de un nuevo edificio que albergará el 
Juzgado de Familia y el Juzgado de Letras de Ancud, para lo cual la Corporación 
Administrativa del Poder Judicial ya hizo compra del terreno encontrándose a la 
fecha en periodo de limpieza y preparación del mismo para la pronta construcción 
cuya conclusión esta proyectara para el año 2021. 
      De concretarse tal proyecto, ambos Juzgados quedarán ubicados en la misma 
calle donde funciona el Juzgado de Garantía de Ancud, lo que permitirá una mejor 
atención y acceso a los usuarios que mantiene causas en las distintas instituciones 







2.- ESTRUCTURA INTERNA U ORGANIZACIONAL  
 
En cuanto a la Misión, Visión y Valores institucionales se hacen mención a los 
del Poder Judicial ya que el Juzgado de Familia de Ancud no tiene tales puntos de 
manera particular, compartiendo los que emanan del Poder Judicial. Al respecto se 
puede señalar lo siguiente: 
 
2.1.- Misión del Poder Judicial: "Solucionar los asuntos de su competencia de 
manera clara, oportuna y efectiva, con plena vigencia de todos los derechos de las 
personas, contribuyendo así a la paz social y fortalecimiento de la democracia". 
 
2.2.- Visión del Poder Judicial: "Ser reconocido por la comunidad como la vía de 
solución de los asuntos de su competencia de manera pronta, justa y confiable". 
 
2.3.- Valores institucionales: 
El Poder Judicial ejerce la jurisdicción: 
1.- Sustancialmente: Justa y Generando Seguridad Jurídica; 
2.- Axiológicamente: Promotora del respeto de todos los Derechos Fundamentales; 
3.- Éticamente: Proba e Integra; 
4.- Objetivamente: Independiente; 
5.- Subjetivamente: Imparcial; 
6.- Funcionalmente: Autónoma; 
7.- Socialmente; Responsable; 
8.-Temporalmente: Oportuna; 
9.- Normativamente: Ajustada a derecho; 
10.- Jueces y funcionarios: Comprometidos con la calidad y excelencia; Cercanos y 
Otorgando un buen trato; 
11.-Institucionalmente: Accesible, Confiable y Transparente; 
12.- Procesalmente: Respetuosa de garantías y derechos; Efectiva, eficiente y eficaz; 




14.- Otorga un servicio: Reconociendo la dignidad, igualdad e inclusión de todas las 
personas; 
15.-Utiliza un lenguaje: Comprensible; 
16.-Comunicacionalmente: Claro y Sencillo; Activa en la difusión y Rendición de 
cuentas. 
 
2.4.- Estructura del Poder Judicial: 























2.5.- Recursos financieros, humanos y materiales: 
 
El Juzgado de Familia de Ancud, así como todos los organismos dependientes 
del Poder Judicial, son administrados por la Corporación Administrativa del Poder 
Judicial (CAPJ) la cual es una institución al servicio de los tribunales de justicia, cuyo 
objetivo es administrar los recursos humanos, físicos, financieros y tecnológicos del 
Poder Judicial. 
Su misión es brindar un servicio de calidad e incidir en una mejor justicia para 
las personas. 
La dirección de la Corporación Administrativa del Poder Judicial está a cargo 
de un Consejo Superior, integrado por el presidente de la Corte Suprema, quien lo 
encabeza, y cuatro ministros del máximo tribunal, elegidos por sus pares por un 
período de dos años. 
A nivel central, la administración está liderada por un director y un subdirector 
y diferentes jefes de departamento. En regiones, cuenta con 17 administradores 
zonales, repartidos en todos los territorios jurisdicciones del país. 
La CAPJ tiene como misión, visión y valores los siguientes: 
Misión:  
Ser una organización de personas dedicadas a brindar un servicio de excelencia a 
los tribunales de justicia, contribuyendo a mejorar la calidad de la Justicia y 
facilitando el acceso de la comunidad a ella, administrando en forma eficiente y 
transparente los recursos del Poder Judicial. 
Visión 
Ser una organización técnica, conocida, validada y legitimada para el Poder Judicial 
y la comunidad, debido a la excelencia de los servicios que presta, que contribuyen a 
mejorar la calidad y el acceso a la justicia en el país. 
Valores 
 Respeto por las personas. 
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 Integridad y transparencia. 
 Eficiencia 
 Gestión orientada a las necesidades del Poder Judicial y la comunidad. 
 Innovación y sustentabilidad 
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3.- TRABAJO DEL PROFESIONAL EN LA INSTITUCIÓN. 
 
3.1.- Objetivos profesionales:  
 
Entregar asesoría técnica al juez respecto a temáticas relacionadas a las 
causas que son distintas a la especialización del magistrado como son: violencia 
intrafamiliar, medidas de protección, adopción, infracción a la Ley u otras que 
requieran la mirada multidisciplinaria del Consejero Técnico, lo que implica una 
constante actualización de las temáticas de familia con el objetivo de brindar una 
orientación y mirada psicosocial al conflicto jurídico con el objeto de dar una 
sugerencia atingente al caso y que logre en definitiva dar solución a la situación que 
dio origen a la causa y/o logre revertir la vulneración de derechos que afecta a los 
niños, niñas o adolescentes. 
De la misma forma debe asistir al usuario que requiere asesoría técnica, ya 
sea en temáticas de violencia intrafamiliar, medidas cautelares, medidas de 
protección u otros con el objetivo de identificar los casos que requieren de asesorías 
para luego informar y orientar respecto a los procedimientos en temáticas 
psicosociales entregado la contención necesaria.  
En caso de que se requiera, debe adoptar las medidas necesarias como 
emitir opiniones o sugerencias realizando las gestiones pertinentes en el Tribunal y 
con los organismos correspondientes, velando por el cumplimiento de la medida 
adoptada.  
Los requisitos para ser consejero técnico están estipulados en el articulo 7 de 
la Ley 19.968 el cual señala que: “Para ser miembro del consejo técnico, se requerirá 
poseer título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de 
duración, otorgado por alguna universidad o instituto profesional del Estado o 
reconocido por éste. Además, se deberá acreditar experiencia profesional idónea y 
formación especializada en materias de familia o de infancia de a lo menos dos 
semestres de duración, impartida por alguna universidad o instituto de reconocido 




3.2.- Funciones específicas:   
 
En un comienzo el Consejo Técnico fue concebido como un órgano 
meramente asesor del juez, sin embargo, debido a su gran importancia dentro del 
proceso y a su buena acogida en la nueva reforma de familia, se han ido 
incrementando paulatinamente sus funciones, dejando de ser simplemente un ente 
encargado de asesorar, para pasar a ser uno de los organismos más influyentes y 
decisivos al momento de tomar decisiones en asuntos de familia.  
En un principio sus funciones únicamente se encontraban reguladas en la Ley 
19.968, pero con posterioridad han ido sumándose atribuciones al Consejo Técnico, 
es por ello que se ha seguido legislando sobre tal institución lo que tiene como 
resultado que sus funciones se encuentran contenidas en distintos cuerpos legales, 
no encontrándose sistematizadas. A continuación, se hace referencia a los distintos 
cuerpos legales en los que se mencionan las funciones a cargo del Consejo Técnico, 
lo cual fue obtenido de un tesis enfocada a analizar tal institución dentro de las 
causas de familia (SALAMANCA, 2016). 
 
 Ley 19.968, que crea los Tribunales de Familia: 
 
 En el Título I de la ley 19.968, específicamente en el párrafo segundo de 
dicho apartado, se refiere en exclusiva al “Consejo Técnico”.  
Es así como el artículo 5 regula las funciones del Consejo Técnico, 
disponiendo su inciso primero que como función general los consejeros técnicos 
tendrán la función de “asesorar, individual o colectivamente, a los jueces en el 
análisis y mejor comprensión de los asuntos sometidos a su conocimiento, en el 
ámbito de su especialidad”. A continuación, el inciso segundo agrega ciertas 
atribuciones en particular que tendrá la institución que, a pesar de estar enumeradas, 
no debe entenderse como taxativas:   
- Asistir a las audiencias de juicio a que sean citados con el objetivo de emitir 
las opiniones técnicas que le sean solicitadas. 
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-  Asesorar al juez para la adecuada comparecencia y declaración del niño, 
niña o adolescente. 
- Evaluar, a requerimiento del juez, la pertinencia de derivar a mediación o 
aconsejar conciliación entre las partes y sugerir los términos en que esta última 
pudiere llevarse a cabo. 
-  Asesorar al juez, a requerimiento de éste, en la evaluación del riesgo a que 
se refiere el artículo 7º de la ley Nº20.06619, sobre Violencia Intrafamiliar. 
- Asesorar al juez en todas las materias relacionadas con su especialidad.   
 
Código Orgánico de Tribunales: 
 
El artículo 457 del Código Orgánico de Tribunales hace alusión a las funciones 
del consejo técnico, reiterando las funciones ya establecidas en el artículo 5° de la 
ley 19.968, de tal forma dispone que “Los Consejos Técnicos son organismos 
auxiliares de la administración de justicia, compuestos por profesionales en el 
número y con los requisitos que establece la ley. Su función es asesorar individual o 
colectivamente a los jueces con competencia en asuntos de familia, en el análisis y 
mayor comprensión de los asuntos sometidos a su conocimiento en el ámbito de su 
especialidad”.  
 
Acta N°93-2005: Auto Acordado sobre Rol y Funciones de los Consejos 
Técnicos en los Juzgados de Familia.  
 
 En principio, el Auto Acordado se limita a reproducir el artículo 457 del Código 
Orgánico de Tribunales, destacando nuevamente la función de asesoría al juez por 
parte del Consejo Técnico, para efectos de una mejor comprensión de los asuntos 
sometidos a su conocimiento. No obstante, en su numeral primero, la Excma. Corte 
Suprema enumera una serie de funciones que tendrán los Consejeros Técnicos, las 
cuales al igual que en la Ley 19.968, no son taxativas. Entre las funciones que 
agrega a las ya mencionadas en la Ley de Tribunales de Familia, se encuentran:   
“Primero: (…)  
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b) Asistir al tribunal en la adecuada calificación de una situación relativa a la 
derivación u orientación a los intervinientes hacia las instituciones que correspondan, 
de ser necesario; (…)  
g) Asistir al Juez en la realización de las visitas periódicas a los 
establecimientos residenciales existentes en su territorio jurisdiccional, en que se 
cumplan medidas de protección;  
h) Participar en la coordinación con instituciones asistenciales públicas y 
privadas, u organizaciones comunitarias, en materias de competencia del tribunal;  
 i) En forma excepcional y sin perjuicio de las labores propias de la unidad de 
atención de público de los juzgados de familia, brindar atención especializada a los 
comparecientes en aquellas situaciones que requieran la contención emocional 
inmediata de las personas (…)”.   
El numeral segundo de la misma acta, agrega como función del Consejo 
Técnico el asesorar la valoración de informes en juicio y asimismo determinar cuáles 
informes deben decretarse y a que instituciones deben encargarse. Finalmente hace 
énfasis en señalar que el Consejo Técnico no está facultado ni para emitir informes 
periciales ni para recibir la prueba.  
 
Acta N°37-2014: Auto Acordado que regula el seguimiento de Medidas de 
Internación y visitas a los Centros Residenciales por los Tribunales de Familia 
en coordinación con el Servicio Nacional de Menores y el Ministerio de 
Justicia.  
 
  Para efectos de un mejor uso del SITFA en los Tribunales de Familia, el Acta 
37-2014 dispone en su artículo 6 que todos los antecedentes concernientes al niño, 
niña o adolescente sujetos a alguna medida, deberán ser incorporados al sistema 
computacional a fin de que quien conozca de la causa pueda tener a su vista todos 
los datos de esta. Para cumplir este objetivo deberán llenarse fichas tanto 
residenciales como individuales, a saber: Formulario Individual, de Residencia, de 
Familia de Acogida Especializada, de Familia Guardadora y de Programa 
Ambulatorio. Si bien la ley habla de que será el juez quien debe incorporar estos 
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antecedentes, es el Consejero Técnico del Tribunal quien en la práctica cumple esta 
función. 
 
Acta N°104-2005: Auto Acordado relativo al funcionamiento de los 
Juzgados de Familia.  
 
  El Auto Acordado 104-2005 se refiere en su cuarto numeral a la aplicación de 
medidas de protección contempladas en la Ley 16.618 de Menores, donde dispone: 
“1. La audiencia preparatoria se deberá realizar a más tardar dentro de quinto día 
hábil de recibidos los antecedentes en el tribunal y deberá contar siempre con la 
asistencia de un miembro del Consejo Técnico”. Cabe señalar que mientras en los 
demás procedimientos la presencia del Consejero Técnico es discrecional a criterio 
del juez; en materias de protección contempladas en la Ley 16.618, se establece 
como obligatoria la intervención del Consejo Técnico. Por extensión, el numeral 
quinto hace aplicable la misma disposición en casos de protección de niños, niñas o 
adolescentes vulnerados en sus derechos. En relación al cumplimiento de medidas 
de protección y a la obligación de los jueces de visitar los establecimientos 
residenciales con el objeto de ponderar las medidas decretadas20, el numeral 
séptimo del acta citada en su inciso tercero señala: “Las visitas del juez deberán 
efectuare en compañía de un miembro del Consejo Técnico”. Aun cuando no se 
justifica la razón de la asistencia del consejero técnico, es posible vislumbrar que la 
finalidad es lógica debido a que, en el momento de interponerse la medida de 
protección, el juez fue asesorado por un Consejero Técnico, por lo que al determinar 
si es necesario modificar o terminar la medida aplicada, los mismos criterios 
ponderados para interponerla inicialmente deberán ser evaluados por quien es perito 
en el tema, o sea el Consejero Técnico. En síntesis, este Auto Acordado amplía de 
manera considerable las obligaciones de los Consejos Técnicos: por un lado, 
establece la obligación de participar no solo en las audiencias establecidas en la Ley 
19.968, sino en todas aquellas relacionadas con la protección de niños, niñas y 
adolescentes; y por otro lado se incluye el deber de acompañar al juez en las visitas 
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a establecimientos residenciales, dándole obligaciones no sólo dentro del Tribunal 
sino también fuera de Tribunales. 
     
           Acta N°91-2007: Texto refundido del Auto Acordado sobre procedimiento 
en los Tribunales que tramitan con carpeta electrónica.  
 
 El Artículo 62 inciso segundo de este Auto Acordado otorga una función 
especial a los Consejos Técnicos, en lo relativo al ingreso de demandas orales en los 
Tribunales de Familia. La norma establece que tratándose de demandas orales 
relativas a Violencia Intrafamiliar y/o medidas de protección, el funcionario que reciba 
la demanda será asistido por un profesional del Consejo Técnico, realizándose esta 
función en un lugar físico distinto al de atención de público. Asimismo, el 
administrador del Tribunal deberá organizar un sistema de turnos que permita que 
los profesionales del Consejo Técnico puedan realizar siempre esta función.  
 
Acta N°98-2009: Auto Acordado sobre gestión y administración en 
Tribunales de Familia.   
 
El artículo 34 del Acta 98-2009 establece que, no obstante las funciones 
establecidas en la Ley 19.968 y en el Acta 93-2005, será el Plan Anual de Trabajo de 
cada Tribunal el que determinará las funciones del Consejo Técnico y el modo de 
llevarlas a cabo tanto en los ámbitos de asesoría individual como colectiva. El inciso 
tercero del mencionado artículo hace referencia a la asesoría individual, señalando 
que el plan de trabajo establecerá a que audiencias estos últimos deben 
necesariamente asistir, a cuáles pueden asistir eventualmente y a cuáles no, salvo 
que el juez expresa y particularmente solicite su presencia. Finalmente, el inciso 
cuarto del mismo artículo hace referencia a la asesoría colectiva a los Jueces (esto 
quiere decir cuando más de un integrante del Consejo Técnico es requerido en 
audiencia, debido a que es necesario entender el conflicto desde más de una 
disciplina), donde se agregan cuatro nuevas funciones a la institución:    
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- Revisión anticipada de agenda en relación a las audiencias programadas, 
llevándose para estos efectos una planilla electrónica para que cualquier Consejero 
que asista al Juez pueda tener conocimiento de la causa;  
- Entrevistas con los intervinientes tanto de materia previa como en 
búsqueda de resolución de incidentes (si bien el Acta 51-2008 las establecía sólo en 
casos que fuera necesario, hoy lo común es que previo a audiencia las partes se 
entrevisten con el consejero técnico);  
- Mantención actualizada del catastro de niños ingresados en centros 
residenciales y de la red social de apoyo;  
- Llevar el registro de visitas efectuadas por el Juez a establecimientos 
residenciales (en relación con lo indicado en el artículo 78 de la Ley 19.968).  
 
Procedimientos para Juzgados de Familia.  
 
   En Julio del 2006, en uso de sus facultades administrativas y debido a los 
distintos problemas que surgen al momento de implementarse los nuevos Tribunales 
de Familia, la Corte Suprema elaboró el documento “Procedimientos para Juzgados 
de Familia”, con el fin de sistematizar y registrar las prácticas más adecuadas de los 
Tribunales de Familia, con el objetivo de cumplir correctamente con el desempeño de 
funciones y de sus metas judiciales. Al momento de definir a la institución del 
Consejo Técnico, el manual es enfático en señalar que, a modo de transparentar su 
actuación, los consejeros “no pueden actuar prejudicialmente, por lo que su labor se 
hará siempre en el marco de una causa judicial, esto es, que ya exista en el SITFA y 
que tenga asignado un RIT”. En lo referente a las funciones del Consejo Técnico en 
audiencia, la disposición citada señala que su participación deberá ser oral y pública 
y que su opinión deberá quedar registrada en el audio correspondiente. La finalidad 
del registro de audio es conocer íntegramente lo sucedido en una determinada 
audiencia; es por esto por lo que deberá dejarse constancia en audio de toda 
actuación en que haya intervenido el Consejo Técnico. El manual agrega que si el 
Consejero propone las bases de una Conciliación en audiencia, quedará registro 
automático de esta, pero si las bases fueron propuestas, previo a la realización de la 
27 
 
audiencia, el Juez deberá expresar los términos del acuerdo y el nombre del 
Consejero para que quede constancia en audio.  
Otras de las labores que encomienda la Corte Suprema al Consejero Técnico 
son:  
- La revisión, análisis y estudio de los informes que hayan sido decretados. En 
caso de no haber sido recibidos o incorporados al sistema computacional SITFA de 
cada tribunal, ellos serán los encargados de reiterarlos o incorporarlos.  
- Mantener el listado de niños, niñas o adolescentes que se encuentren bajo 
medida de protección o bajo medida cautelar en centros residenciales; mantener un 
listado actualizado de instituciones con los datos relativos a vacantes y requisitos de 
ingreso (coordinando con quien corresponda el ingreso, egreso o salida temporal del 
niño de la institución).    
- Evaluar, en casos de violencia intrafamiliar, la existencia de factores de 


















3.3.- Estructura organizacional donde trabaja el profesional: 
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3.4.- Características del sujeto de atención y requisitos de atención.  
 
La característica principal de los sujetos de atención que son atendidos por la 
profesional que ocupa el cargo de consejera técnica, es que están aquejados por 
alguna situación en el ámbito familiar que requiere de orientación para poder 
abordarla porque a nivel individual o familiar no han podido dar solución a ella. Para 
esto, acuden al Juzgado de Familia donde en primera instancia son atendidos en la 
unidad de atención de público, exponiendo su conflictiva. Si ella se enmarca en las 
que son competencia del Tribunal reciben la orientación necesaria para comenzar a 
judicializar la materia de manera personal o por intermedio de un abogado, según 
sea el caso.  Para las materias relativas a violencia intrafamiliar o vulneración de 
derechos hacia niños niñas o adolescentes, no se requiere de manera obligatoria del 
patrocinio de un abogado para la representación de las partes, bastando solo la 
exposición del caso mediante formularios tipo que se encuentran a disposición de los 
usuarios en la unidad de atención de público del Tribunal. Una vez completado tal 
formulario donde se individualizan las partes, se relatan los hechos y se realizan las 
peticiones concretas al Tribunal, éstos son derivados donde el consejo técnico para 
una entrevista inmediata con el usuario a fin de recabar mayores antecedentes sobre 
la situación que se denuncia y evaluar la necesidad y conveniencia de sugerir al juez 
la aplicación de una medida cautelar para dar protección a la victima en los casos de 
violencia intrafamiliar o al niño, niña o adolescente cuando de vulneración de 
derechos se trata. Lo anterior, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 5 letra d) 
de la Ley 19.968 en se hace alusión a evaluar situaciones de riesgo para que el juez 
haga uso de la potestad cautelar que la ley le confiere, en casos en que se exista 
una situación que ponga en peligro la vida o integridad física o psíquica de una 
persona, todo lo cual como ya se señaló, se enmarca dentro de las funciones del 
consejo técnico.  En caso de que la causa haya continuado su tramitación, previo 
informe de admisibilidad realizado por la profesional, del cual se dará mayor detalle 
mas adelante, la segunda instancia en la que los usuarios son atendidos por la 
consejera técnica es en la etapa de audiencias, instancia en la cual están presentes 
en una sala todos los intervinientes de la causa, donde nuevamente se exponen y/o 
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ratifican los hechos ante el juez y quien puede hacerse asesorar por la consejera 
técnica quien también participa del audiencia haciendo consultas, sugiriendo 
diligencias y emitiendo su opinión desde el ámbito de su especialidad. 
           Por Ley, no debiera existir otra instancia en la que la consejera técnica y los 
jueces se contacten con el usuario sino es dentro del proceso que se ventila ante el 
Tribunal, dado que el artículo 12 de la Ley 19.968 establece como uno de sus 
principios el de la “Inmediación” estableciendo que: “Las audiencias y las diligencias 
de prueba se realizarán siempre con la presencia del juez, quedando prohibida, bajo 
sanción de nulidad, la delegación de funciones. El juez formará su convicción sobre 
la base de las alegaciones y pruebas que personalmente haya recibido y con las que 
se reciban conforme a lo dispuesto en el numeral 9) del artículo 61. 
   
3.5.- Niveles de intervención. 
 
El nivel de intervención que se ocupa ejerciendo el cargo de consejera técnica 
es mas a nivel individual, específicamente lo que se denominaría trabajo social con 
caso, el cual se entiende como “un proceso sistematizado para intervenir a nivel 
individual o familiar en una realidad concreta, poniendo a disposición los recursos 
necesarios mediante una relación de apoyo, en base a los derechos sociales”. 
(García, 2003) 
Tal definición se ajustaría mas al trabajo que se realiza a nivel de consejo 











De la misma forma los objetivos que persigue la intervención con casos según 
señala el autor, serian en gran parte de ellas lo que el consejero técnico busca 
cuando realiza alguna sugerencia o emite su opinión profesional en relación a la 
problemática que está viviendo el usuario y por ende el grupo familia en general: 
 
 Capacitación 




Es por lo anterior que el diagnóstico inicial del caso y que por lo demás es muy 
escueto en relación al tiempo que dispone el poder judicial para ello, resulta muy 
importante y surge como una acción razonada, un análisis de una situación-
problema, donde resulta necesario identificar el o los problemas que aquejan al 
usuario y a su grupo familiar, identificar las necesidades de éstos y que sean 
susceptibles de ser abordadas desde un ámbito sociojuridico y de la misma forma 
determinar los recursos disponibles tanto en la propia persona que hace el 
requerimiento como así también en su red de apoyo tanto familiar como comunitaria. 
Tal diagnóstico es realizado en base al relato inicial que entregan los usuarios y 
luego complementado con la información adicional que se pueda obtener en la 
audiencia, principalmente en la audiencia preparatoria, para posteriormente 
contrastar la información con aquella que pueda ser obtenida a través de la prueba 
que ofrecen tanto las partes como también el Tribunal, sean éstos peritajes, 
informes, documentos, testimonios o cualquier antecedente que permita una mejor 
resolución del asunto sometido al conocimiento  y resolución del juez.  
Según el autor antes referido, en el diagnóstico de caso existen ciertas etapas 
que se ajustan al trabajo que realiza el consejo técnico, aunque varían en cuanto a 
su profundidad, por como ya se dijo, el escaso tiempo con el que se cuenta para la 
atención de usuarios, cuestión que se abordará más adelante. 




Estudio de la realidad social  
 
 Datos personales (aquí se incluyen datos de identificación del usuario como 
su edad, estado civil, nivel de escolaridad, número de personas que componen su 
grupo familiar, si es que presenta algún problema salud por el que reciba tratamiento, 
situación laboral, etc.) 
 Datos de la demanda, denuncia o requerimiento (aquí se realiza un breve 
relato de la necesidad-problema que derivó al usuario a solicitar el servicio de un 
Tribunal de Familia, indicando el grado relevancia, la existencia o no de causas 
anteriores relacionadas a la misma materia, expectativas y/o peticiones que realiza el 
usuario)  
 Recursos disponibles (en este punto se describen los factores protectores o 
de riesgo que existen tanto a nivel individual, familiar y comunitario, indicando por 
ejemplo características geográficas del lugar donde vive el usuario, si se trata o no 
de un sector rural de la comuna o de un sector insular lejano a los servicios 
comunitarios como salud, educación, etc.) 
 
 Valoración Técnica 
 
En este ítem se realiza en análisis de los antecedentes en base a los 
conocimientos técnicos del consejero técnico, evaluándose si los hechos, ya más 
ricos en datos que pudo obtener la profesional conforme a la entrevista sostenida con 
el usuario, se enmarcan o no dentro de las materias que pueden ser conocidas por el 
Juzgado de Familia y si reúnen las características ya sea de una vulneración grave 
de derechos o de un hecho constitutivo de violencia psicológica en los términos que 
exige el artículo 5° de la Ley 20.066, ya que puede ser una situación que 
efectivamente aqueje a la familia en cualquiera de los dos casos, pero no 
necesariamente se ajusta a lo que la ley establece como sancionable por un 
Tribunal. Todo lo anterior se sintetiza en la conclusión profesional del consejo técnico 
la cual se deriva al juez para que tome conocimiento, la analice y en definitiva tome 
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la decisión de acoger la sugerencia emitida por el consejo técnico o determine lo que 
estima pertinente en base a los hechos.  
 
3.6.- Sistema de registro de atención. 
 
Si bien hasta el año pasado no existía un registro especial para llevar nota de 
número de atenciones realizadas por el consejo técnico, hace dos años y producto 
de un concurso de innovación generado al interior de poder judicial se implementó en 
cada Tribunal un dispositivo denominado “totem” en el cual cada usuario, al llegar al 
juzgado, saca un número de atención y selecciona cuál es el motivo de su consulta.   
Al ser atendido por un funcionario de atención de publico y verificada que la situación 
tiene que ver con una materia que debe seguir profundizando el consejo técnico, se 
hace la derivación por el mismo sistema conectado a dicho “totem” para que se 
genere una carga de trabajo en el computador de la profesional que se encuentra 
designada aquel día para la atención de público. En el caso del Juzgado de Familia 
de Ancud, las dos consejeras técnicas se rotan de tal manera que mientras una 
durante dos días que se encuentra en audiencias, la otra queda atendiendo público y 
realizando las labores propias que excluyen su comparecencia en juicio.   
Es dable hacer presente que mediante el sistema “totem” solo se da cuenta 
del número de atenciones realizadas por la consejera técnica y de la materia 
vinculada a dicha derivación, es decir, si se trata de una causa por vulneración de 
derechos la cual genera en el sistema una causa con nomenclatura “P” o si se trata 
de una causa por violencia intrafamiliar, cuya nomenclatura de causa es la letra “F”. 
Si bien esa información se registra, aquella no está a disposición de las mismas 
consejeras técnicas, ya que solo tiene acceso a ella el administrador del Tribunal o 
en su caso la persona que haya designado para eso, por lo general personas 
vinculadas a las jefaturas del Tribunal. 
Para compensar lo anterior, cada una de las consejeras ha ideado una forma 
de registro de las atenciones que realiza, por lo general un cuaderno que contiene la 
fecha de atención, la indicación de la causa y la sugerencia realizada en torno a si se 
sugirió continuar con la tramitación de la misma o si se estimo pertinente rechazarla 
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o derechamente si se trató de una mera consulta o necesidad de orientación de un 
usuario que no derivó en la judicialización de los hechos. 
El mismo registro se debe llevar respecto de los informes de opinión o 
sugerencia que se realicen. Si bien todos ellos quedan registrados en SITFA 
(plataforma digital que utilizan los Tribunales de Familia para la tramitación de las 
causas que reemplazan los antiguos expedientes, transformándose en una carpeta 
digital) y quedan a disposición de las partes en su misma carpeta digital, la consejera 
técnica anota el número de informes emitidos toda vez que de manera mensual y por 
instrucciones dadas desde la Corte Suprema, de manera mensual, cada uno de los 
Tribunales debe enviar a la Corte de Apelaciones a la cual pertenece, un informe 
mensual que contiene todas las actuaciones realizadas por el Tribunal en su 
conjunto, incluyéndose en él las estadísticas del consejo técnico en cuanto al número 
de usuarios atendidos y los informes emitidos. 
 
3.7.- Roles y funciones profesionales. 
 
 Si bien el consejo técnico es un cargo dentro del Poder Judicial con funciones 
específicas determinadas por Ley, las cuales fueron detalladas en profundidad en 
párrafos precedentes, dentro del ejercicio de dichas funciones en ocasiones debe 
asumir distintos roles tales como:  
 
1.- EDUCADOR: El consejero técnico, dentro de las instancias que se generan debe 
entregar a los usuarios la información necesaria para que gestionen con los 
organismos de la red comunitaria la ayuda que necesitan para dar solución a su 
conflictiva cuando ella no amerita la iniciación de una causa judicial, educándolos 
sobre dónde recurrir según sea el caso. Tal rol también se ve reflejado en los talleres 
que ha venido impulsando el Poder Judicial en los últimos años, orientados a generar 
un acercamiento con la comunidad. Es así que se acude por un grupo de 
funcionarios, consejera técnica y juez a sedes sociales, escuelas y centros 
comunitarios con el fin de informar sobre las funciones que ejerce un Tribunal de 
Familia, cómo acceder a él y que problemáticas puede abordar, de tal forma de que 
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los usuarios tengan mayor cercanía con la institución y puedan posteriormente 
sociabilizar la información que adquirieron.    
 
2.-COORDINADOR: De manera anual cada consejero técnico de un Tribunal de 
Familia cumple el rol de coordinador. Lo anterior a fin de participar en el diseño del 
plan de trabajo anual de cada juzgado que se hace en conjunto con la jefatura de la 
institución y además con el objeto de canalizar a través de él todas las inquietudes 
de los organismos de la red ya sea salud, educación y otras entidades comunitarias o 
en organizar talleres de capacitación y apoyo a instituciones principalmente de 
infancia cuando realizan seminarios donde se hace pertinente la participación del 
Tribunal como agente que se relaciona directamente con dicha temática. 
  
3.-ASESORIA Y ORIENTACION: Este rol en la práctica se materializa cuando el 
consejero técnico entrega su opinión respecto de determinado caso, ya sea de 
manera preliminar a que se dé curso a la causa, o luego en la etapa de audiencias. 
En audiencia preparatoria, para sugerir la prueba que resulta pertinente para conocer 
de manera más detallada la situación individual o familiar del usuario y luego en 
etapa de juicio, para analizar la prueba evaluando si ella cumple con los estándares 
necesarios en el caso de un peritaje o si la información entregada, por ejemplo, a 
través de un oficio, da respuesta la pregunta jurídica inicialmente planteada. Tales 
observaciones son señaladas de manera oral al juez a modo de asesorarlo en 
ámbitos que no son de su pleno conocimiento y especialidad.    
  
4.- PLANIFICADOR: Tal rol se ve reflejado en el consejo técnico cuando debe 
participar en las reuniones efectuadas por la jefatura para determinar los planes de 
acción a ejecutar de manera anual. Allí debe formular planes, proyectos, y programas 
dirigidos a solucionar alguna carencia detectada en el ejercicio diario de la función y 
en cómo articularla con las funciones de las demás unidades que forman parte del 
Tribunal, especialmente con las unidades de causas y atención de público. Lo 
anterior, permite una retroalimentación en cuando a las falencias y cosas que se 
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están haciendo bien y deben mantenerse, generando con ello un trabajo más eficaz y 
eficiente. 
  
5.- MEDIADOR: Si bien este rol en el Juzgado de Familia de Ancud particularmente 
en la actualidad no se usa de manera expresa como “mediación” que trata de acercar 
las posturas de las partes en temas principalmente de pensión de alimentos y visitas, 
en atención al principio de inmediación al cual se hizo referencia anteriormente y 
dado que en la actualidad existen centros de mediación dedicados a ello cuya 
función se encuentra regulada judicialmente, el consejero técnico actúa en el plano 
mediador en las causas de medida de protección por vulneración de derechos 
cuando propone una  “solución colaborativa” para poner término a la causa evitando 
así que se deba dictar una “sentencia”. Por tanto, la solución colaborativa involucra a 
las partes de un modo que ellos estén conformes con la medida adoptada 
entendiendo que la propuesta importará un beneficio para el niño, niña o adolescente 
y su grupo familiar. 
 Del mismo modo puede actuar en las causas por violencia intrafamiliar cuando 
se dan determinadas condiciones establecidas por Ley, sugiriendo una “suspensión 
condicional de la dictación de la sentencia”, cuando el denunciado se compromete a 
realizar las exigencias propuestas por el juez con la asesoría del consejo técnico, 
evitando así una sentencia condenatoria.  
  
6.- GESTOR: Este rol es posible apreciarlo sobre todo en las causas vinculadas a 
violencia hacia el adulto mayor. Si bien la Ley posiciona a este grupo etario como 
sujetos vulnerables por el solo hecho de ser mayores de edad y en virtud de ello 
adoptar todas las medidas tendientes a su protección, no lo separa respecto de las 
demás victimas de violencia, es decir, la sanción asociada a quien incurra en 
violencia intrafamiliar hacia un adulto mayor ya sea por acción u omisión en cuanto a 
sus cuidados, esta asociada a una pena pecuniaria y a ciertas restricciones en 
cuanto a prohibición de acercamiento o retiro del hogar que comparte con el adulto, 
por tanto la sanción no soluciona el problema real del adulto sobre todo cuando la 
violencia se deriva de una situación de abandono total, parcial o de negligencia en 
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sus cuidados por parte de sus hijos o de quienes lo tengan bajo su tutela. En tales 
caso, el consejero técnico debe gestionar a través de SENAMA, la Oficina de Adulto 
Mayor de la Municipalidad correspondiente, centros de adultos mayores o cualquier 
entidad vinculada a dar protección a los adultos mayores, para la realización de 
operativos tanto sanitarios del hogar en el que residen, un completo chequeo médico 
que permita diagnostica y controlar el estado de salud que presentan, la obtención de 
mobiliario básico que permita mejorar su calidad de vida y/o cualquier otra gestión 
que vaya en directo beneficio de la “victima”. Lo anterior si bien no lo establece la Ley 
como una de las funciones a realizar por el consejo técnico, dada la gravedad del 
caso y que la solución jurídica dada por el Tribunal no necesariamente será la 
solución al problema de vida que tiene el adulto, la consejera hace uso de este rol 
con el fin de mejorar la calidad de vida de dicho usuario con necesidades especiales 
en atención a su edad. 
  
4.- ANÁLISIS DEL TRABAJO PROFESIONAL EN LA INSTITUCIÓN. 
 




Poder coercitivo de la institución:  El hecho de que el cargo del consejo técnico 
sea ejercido dentro del Poder Judicial, facilita a la hora de realizar coordinaciones 
con otros organismos de la red y solicitar la remisión de información mediante 
informes, pericias u otros, ya que éstos se emiten de manera rápida, por cuanto el 
Tribunal en su resolución hace uso de lo dispuesto en el articulo 238 del Código de 
Procedimiento Civil, el cual señala “Cuando se trate del cumplimiento de 
resoluciones no comprendidas en los artículos anteriores, corresponderá al juez de la 
causa dictar las medidas conducentes a dicho cumplimiento, pudiendo al efecto 
imponer multas que no excedan de una unidad tributaria mensual o arresto hasta de 
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dos meses, determinados prudencialmente por el tribunal, sin perjuicio de repetir el 
apremio”.  
 
Equipamiento e infraestructura: Los Tribunales de Familia cuentan en general con 
buena infraestructura en cuanto al edificio que alberga a sus funcionarios. De la 
misma forma las oficinas destinadas para el trabajo del consejero técnico permiten 
tener una adecuada privacidad que favorece la concentración en sus tareas diarias, 
contando con todos los insumos de oficina necesarios para llevar a cabo dicha labor, 
siendo algo que, si bien puede parecer lejano a la función, favorece su buen 
desarrollo. 
 
Relevancia del cargo: Al ser un cargo que se vincula principalmente con el juez en 
cuanto a su estructura jerárquica y que se especializa en materias que no son del 
conocimiento especifico de todos los demás funcionarios que trabajan en Tribunal, se 
posiciona al consejero técnico como un asesor indispensable para el mejor 
conocimiento y resolución de las materias sometidas a la resolución del Tribunal, 
especialmente en aquellas vinculadas a vulneración  de derechos y a violencia 
intrafamiliar, sin perjuicio de otras en las que se requiera su intervención. Ello facilita 
la intervención que pueda realizar en las distintas instancias, al ser un organismo 
validado para opinar y sugerir ideas que se puedan plasmar en el Plan de Trabajo 




Poco conocimiento del cargo: La falta de conocimiento de la función del consejo 
técnico y del Tribunal de Familia en general, hace que los usuarios acudan muchas 
veces a plantear problemas de carácter social más que alguna materia que 
efectivamente necesiten solucionar por la vía judicial, pidiendo entrevistarse con el 
consejo técnico para exponer “un caso” el cual basta con ir a la Municipalidad o al 
centro de salud para que se solucione. Tal situación se debe a que en el pasado la 
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asistente social que trabajaba en los Juzgados de Menores, dentro de sus funciones, 
era la de contactarse con los usuarios, hacer visitas domiciliarias y emitir informes 
sociales en los que se describía la situación y posteriormente también se derivaba a 
otros organismos para que las personas obtuvieran la ayuda que necesitaba. Tal 
situación cambió radicalmente al crearse la figura del consejo técnico, toda vez que 
las funciones fueron establecidas, dejando de lado la función asistencialista que 
caracterizaba a las antecesoras del ámbito socio jurídico. Esa confusión con la que 
llegan algunos usuarios genera que se pierda valioso tiempo que puede ser 
destinado a personas que efectivamente están pasando por una situación gravosa 
que requiere intervención judicial inmediata. 
 
Falta de organismos especializados en la comuna: Para la adecuada resolución 
de las causas el Tribunal debe solicitar prueba a organismos especializados que 
puedan realizar los peritajes ya sea en causas por medida de protección o por 
violencia. Lamentablemente en la comuna de Ancud, en las causas de vulneración 
de derechos se deben derivar a las partes a la comuna de Castro, distante 
aproximadamente a 86 Km, para que el centro de diagnóstico ambulatorio “DAM” 
pueda entrevistar a los niños, niñas o adolescentes y sus padres, cuando se solicita 
la realización de informes de condiciones de protección o de ejercicio de la 
parentalidad respectivamente, todo lo cual hace que el proceso judicial se retrase, ya 
que tal institución es la única en la provincia de Chiloé y recibe requerimientos del 
Juzgado de Familia de Ancud, Castro y del Juzgado de Letras y Garantía de Quellón 
y de la comuna de Achao.  
Parecida situación ocurre con las materias de violencia intrafamiliar, ya que si 
bien existe en la comuna un centro de atención a victima de violencia “CAVIF” este 
solo atiende a víctimas, por tanto, no cuenta con la batería de instrumentos para 
evaluar a un presunto ofensor. Para ello, el Tribunal recurre al Servicio Médico Legal, 
el cual, si bien cuenta con profesional idóneo para la evaluación del denunciado, 
debido a que solo trabaja en esa institución una psicóloga, cuando ésta se ausenta 
no hay quien la reemplace, retrasando todo el proceso judicial por la falta de los 
peritajes. Por tanto, por más que el consejo técnico quiera sugerir una medida para 
40 
 
mejor resolver, debe estarse a la espera de los resultados de tales evaluaciones y 
solo puede sugerir medidas cautelares con los antecedentes con los que cuenta a la 
fecha. 
 
Retraso en los procesos de intervención: En los últimos años se ha venido 
informado al Tribunal de Familia de Ancud una baja adherencia de los niños niñas y 
adolescentes (NNA) y sus familias a las intervenciones decretadas como medidas de 
protección, lo que ha generado que éstas se extiendan considerablemente.  Al 
consultarse a los programas por los motivos de tal situación, éstos no logran dar 
respuesta al fenómeno y cuando lo hacen externalizan la responsabilidad al usuario 
lo que conlleva a que el Tribunal les aplique apercibimientos, multas o incluso 
arrestos, cuestión que genera una intervención forzada y poco provechosa para 
quien la recibe, dificultando de la misma forma el trabajo profesional al no cumplirse 
los objetivos en los plazos estipulados para ello.   
 
Falta de retroalimentación del usuario en relación a los programas que 
intervienen: Relacionado con lo anterior, un obstaculizador para el ejercicio 
profesionales que no se cuenta con un protocolo para que sea los propios usuarios 
quienes den a conocer al Tribunal su percepción en cuanto a los factores que 
incidirían en su falta de adherencia al proceso de intervención que desarrollan los 
programas ambulatorios de la red SENAME, por tanto, estos no pueden ser 
contrastados con señalados por el programa para adoptar medidas que favorezcan el 
cumplimiento de los objetivos de la intervención y logren en definitiva restituir los 
derechos de los NNA que se vieron vulnerados. 
 
5.- DE LA INTERVENCION PROFESIONAL. 
 
5.1.- Proceso de derivación jurídica o social: 
 
Los usuarios son derivados al consejo técnico por la Unidad de Atención de 
Público, usando para el ello el sistema denominado “Totem” donde informa al 
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consejero técnico que existe un usuario a la espera de ser atendido.  Ese usuario 
puede haber concurrido al Tribunal porque hizo una denuncia ante Carabineros de 
Chile y éstos lo dejaron citado para que concurra al Tribunal al día siguiente (por lo 
general) para que ratifique y complemente los hechos de su denuncia o también 
puede deberse a una solicitud que hace el usuario directamente en el Tribunal caso 
en el cual se denomina “demanda”. Esa primera atención que tiene la consejera con 
el usuario es previo a dar inicio a la causa, ya que de acuerdo al análisis técnico que 
realice de la situación, es que emitirá un informe donde hará un relato de los hechos, 
las peticiones concretas del usuario y por ultimo señalará su opinión profesional en 
torno a desestimar la causa por no ser los hechos constitutivos de violencia o 
vulneración de derechos graves, en los términos que exige la Ley que regula cada 
materia, dar  tramitación a la causa y citar a las partes a una audiencia y en tal caso 
decretar o no la práctica de diligencias previas como solicitud de oficios a organismos 
de la red para tener más antecedentes al momento en que las partes se encuentren 
frente al juez y/o sugerir las medidas cautelares cuando lo estime necesario por 
encontrarse el usuario o un NNA en una situación de riesgo inminente que amerite 
de resguardo. 
Otra derivación de caso es la que se da mediante la tramitación de la causa en 
el sistema SITFA (Sistema Informático de Tribunales de Familia), de tal modo que 
llega algún escrito a la carpeta digital que requiere de una evaluación previa del 
consejo técnico para decidir que resolver, y el juez emite una resolución tipo que por 
lo general refiere: “previo a resolver, pasen los antecedentes al consejo técnico para 
su análisis, sugerencia e informe de opinión”. Tal resolución va asociada a una 
nomenclatura en SITFA que produce una carga de trabajo en el computador de la 
consejera técnica, donde sabe que el juez está solicitado su consejo en determinado 
asunto por lo que debe emitir un informe a la brevedad, mas aun cuando se trata de 
solicitud de medidas cautelares o se trate de causas vinculadas a NNA, casos en los 





5.2.- La Demanda. (tipología del tipo de demanda atendida en relación al caso de 
intervención) 
 
Como ya se señaló, el consejo técnico si bien puede actuar en todas las 
materias vinculadas a la tramitación en Juzgados de Familia, con el correr del tiempo 
y dada la alta demanda de estos Tribunales en el último tiempo, su actuar se ve más 
que nada vinculado a causas de medidas de protección por vulneración grave de 
derechos hacia niños, niñas o adolescentes y en causas por violencia intrafamiliar.  
La medida de protección se puede definir como el procedimiento judicial 
circunscrito a los Tribunales de Familia u otro con competencia en dichos asuntos, 
cuya finalidad es interrumpir la vulneración de derecho de la cual es objeto un niño, 
niña o adolescente. La sentencia en esta materia busca restituir el derecho 
vulnerado, para lo cual el Juez cuenta con oferta de programas especializados de 
protección de tipo ambulatorios o residenciales, los que implementan Planes de 
Intervención Individual especifico a cada caso.  La normativa aplicable en tales casos 
es la establecida en el Código Civil, Ley 19.968 sobre Tribunales de Familia, Ley 
16.618 sobre Menores y la Convención Internaciones sobre Derechos del Niño.  
En tanto en materia de violencia intrafamiliar, el Tribunal de Familia y por ende 
el consejero técnico solo debe intervenir en aquellas que establece el artículo 5° de 
la Ley 20.066 el que define por violencia “Todo maltrato que afecte la vida o la 
integridad física o síquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del 
ofensor o una relación de convivencia con él; o sea, pariente por consanguinidad o 
por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive del 
ofensor, su cónyuge o su actual conviviente, o bien, cuando esta conducta ocurre 
entre los padres de un hijo común, o sobre un menor de edad, adulto mayor o 
discapacitado que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los 
integrantes del grupo familiar”. 
Debido a lo anterior, es que se excluyen de la competencia del consejo técnico 
y del Juzgado de Familia, aquellas situaciones de violencia donde haya existido 
agresiones físicas con resultado de lesiones, las cuales, si bien pueden ser 
conocidas preliminarmente haciendo uso de la potestad cautelar para brindar 
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protección a la víctima, inmediatamente deben ser derivadas al Ministerio Público 
para su conocimiento y resolución.  
 
5.3.- Modelo Teórico de intervención de la institución y del profesional.  
 
De la institución:  
 
  Aunque no es un hecho dado por cierto, se podría advertir que en el 
Poder Judicial el modelo teórico bajo el cual se posiciona para mirar la realidad es 
más ligado a positivismo, entendido este como “sobre todo lo que es “real” (opuesto 
a ficticio o abstracto, o quimérico), lo observable, lo que puede controlarse 
experimentalmente, de manera que se sustrae a toda duda, es decir, lo “cierto” 
(Comte, 1965). Ello se podría afirmar porque para que exista una de las materias a 
ser conocidas por el Tribunal o para tomar una decisión sobre aquella, deben existir 
pruebas que confirmen la ocurrencia del hecho y/o las consecuencias emanadas del 
mismo.  A su vez este positivismo puede ser enmarcado dentro de lo que se 
denomina como “iuspositivismo o positivismo jurídico” que es una corriente de 
pensamiento jurídico cuya principal tesis es la separación conceptual de moral y 
derecho, lo que supone un rechazo a una vinculación lógica o necesaria entre 
ambos. A la vez, el iuspositivismo define las instituciones jurídicas como un tipo 
particular de instituciones sociales. (Hart, 1980) Tal definición se podría entender 
porque el Poder Judicial si bien entrega un servicio hacia las personas, 
especialmente de carácter social en el caso de los Juzgados de Familia, su principal 
misión no es esa por tanto tiende a generar confusión en sus usuarios. Lo anterior 
porque el iuspositivismo entiende que derecho y moral son distintos, al igual como lo 
que busca el Poder Judicial en general, tratando de dejar de lado los prejuicios y 
cuestiones anexas al hecho en concreto que este investigando para centrarse solo 
en la ocurrencia del mismo, el grado de participación que le cabe a alguna persona y 
si se dan o no ciertos presupuestos que permitan dar por sentada alguna situación, 




De la profesional: 
 
Si bien el consejo técnico dentro del ejercicio de sus funciones se basa en 
distintos modelos teóricos para enfocar su trabajo, los que con mayor frecuencia se 




 Este modelo es una nueva perspectiva en cuanto a la concepción de persona 
en desarrollo, del ambiente y de la interacción entre ambos. De esta manera en el rol 
de consejera técnica trato de entender que las personas sujetos de atención del 
Tribunal, pueden ir desarrollándose en distintos niveles del ambiente ecológico y que 
a su vez, estos sistemas van a influir directamente en el proceso de desarrollo, es 
decir, la Ecología del Desarrollo Humano va a comprender la constante acomodación 
entre el ser humano subjetivo, activo y en desarrollo, y las propiedades cambiantes 
de los entornos; este proceso se verá afectado por la relación que existe entre los 
entornos y los contextos macrosociales.   Esta perspectiva no destaca los 
procesos psicológicos tradicionales como la percepción, motivación, pensamiento y 
aprendizaje, sino que lo que cuenta para el desarrollo es cómo se percibe al 
ambiente, más que como pueda existir en la realidad objetiva. Además, el ambiente 
ecológico se entiende como “un conjunto de estructuras seriadas, cada una de las 
cuales cabe dentro de la siguiente” (Torrico Linares, Santín Vilariño, Andrés Villas, 
Menéndez ÁlvarezDardet, & López López, 2002). Dentro de este ambiente se 
pueden destacar distintos niveles o sistemas, el más interno se refiere al 
microsistema, el cual es “un patrón de actividades, roles y relaciones interpersonales, 
que la persona en desarrollo experimenta en un entorno determinado” estos pueden 
ser el hogar, la escuela, el grupo de amigos, etc. El nivel siguiente sería el 
denominado mesosistema, el cual “comprende las interrelaciones de dos o más 
entornos en los que la persona en desarrollo participa activamente” como por 
ejemplo el hogar y la escuela, la familia y el trabajo. El tercer nivel del ambiente 
ecológico se refiere al exosistema, el cual “comprende uno o más entornos que no 
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incluyen a la persona en desarrollo como participante activo, pero en los cuales se 
producen hechos que afectan lo que ocurre en el entorno que comprende a la 
persona en desarrollo”, un ejemplo de lo anterior sería el trabajo de los padres del 
sujeto. El último nivel comprende el macrosistema, el cual se refiere a las 
“correspondencias, en forma y contenido, de los sistemas de menor orden (micro, 
meso y exosistema) que existen o podrían existir a nivel de la subcultura o de la 
cultura en su totalidad, junto con cualquier sistema de creencias o ideologías que 
sustente estas correspondencias” (Torrico Linares, Santín Vilariño, Andrés Villas, 
Menéndez ÁlvarezDardet, & López López, 2002). 
 
Modelo de intervención en crisis.  
 
Este modelo se basa en la teoría del estrés, del aprendizaje, del rol y la teoría de la 
homeostasis. Basada en esta teoría como profesional se entiende que una crisis es 
un estado temporal de trastorno y desorganización, caracterizado principalmente por 
la incapacidad del individuo para abordar situaciones particulares utilizando métodos 
acostumbrados para la resolución de problemas y por el potencial para obtener un 
resultado radicalmente positivo o negativo y es justamente por ello que acuden al 
Tribunal de Familia para busca solución a dicha problemática que los aqueja como 
sujeto y como grupo familiar en general. Por tanto, el profesional debe saber que el 
usuario acude con una alta carga emocional, que muchas veces ni siquiera sabe 
expresar su problemática y que en razón de ello cueste entender lo que realmente 
necesita, a veces viéndose involucrados en un proceso judicial que nunca buscaron 
realmente, sino que solo querían ser escuchados u orientados, y no que la 
judicialización de su conflictiva generara más problemas de los que ya tenían. 
 
Modelo centrado en tareas.  
 
  Dicho modelo se ocupa principalmente, porque como se dijo en acápites 
precedentes, el trabajo que desarrolla el consejo técnico es principalmente con 
“casos”, por tanto, este modelo tiene como característica que sitúa el problema del 
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cliente en el centro de la intervención, aunque como ya se señaló la intervención que 
realiza el profesional en el Tribunal es breve y más que nada orientada hacia el 
diagnostico que una intervención propiamente tal.  Si bien este modelo se apoyaría 
sobre los mismos elementos teóricos y prácticos que la intervención en crisis, su 
diferencia estaría dada en que amplía la aplicación a los problemas crónicos y 
concede más importancia a la formulación precisa del problema, de la “tareas” que 
debe asumir el usuario y de los límites de tiempo, apoyándose en el potencial del 
crecimiento y voluntad de cada persona para resolver conflictos interpersonales, 
insatisfacción de relaciones sociales y dificultad en el desempeño de un rol, 
principalmente parental y/o marental cuando de causas de vulneración de derechos 
se trate. 
 
5.4.- Proceso de participación o injerencia del profesional y cliente en la 
intervención. 
 
 Como se abordó anteriormente la participación de la consejera técnica como 
profesional de un Juzgado de Familia está delimitada por Ley, su actuación está 
enfocada principalmente a asesorar, orientar, opinar y sugerir determinadas acciones 
al Juez para que este dentro del contexto de un proceso judicial, las analice y decida 
si acogerlas o desestimarlas. Es así, como en la etapa previa a que se judicialice un 
determinado caso actúa emitiendo un informe de admisibilidad de la causa y 
pertinencia de adoptar o no medidas cautelares, para luego en etapa de audiencia 
preparatoria - que corresponde al primer acercamiento de las partes al juez- una vez 
escuchadas a las partes que acudieron, mas todos los antecedentes que obran en la 
causa, pueda sugerir si continuar con la tramitación de la causa y preparar el juicio o 
desestimarla en esa etapa por considerar que los relatos de todos los asistentes mas 
los antecedentes preliminares que existían, no dan con la gravedad para que sean 
judicializados o se pida más prueba, por lo que se sugiere en eso caso dictar 
sentencia rechazando el requerimiento. También en dicha etapa la consejera técnica 
puede sugerir salidas alternativas sin la necesidad de citar a una nueva audiencia y 
pedir más prueba, pudiendo el juez dictar sentencia de inmediato. De no darse lo 
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anterior y que por lo demás es lo que con mayor frecuencia ocurre, es que en la 
etapa de audiencia preparatoria como su nombre lo dice, “se prepare” el juicio, de tal 
modo que el juez establece el “objeto de juicio” que significa que se pronuncia sobre 
lo que tratará el mismo, fija los “hechos a probar” es decir, las circunstancias que se 
deben justificar o acreditar al Tribunal para dar por cierto el “objeto del juicio”, para 
luego pasar a la etapa de “ofrecimiento de prueba” etapa en la cual resulta 
fundamental la participación del consejo técnico, ya que puede sugerir al juez ya sea 
prueba pericial, testimonial, documental o cualquier antecedentes que sea relevante 
y atingente a los puntos de prueba que el Tribunal fijó, dejando dicha sugerencia a 
consideración del juez, quien la analizará según su validez y pertinencia, y en su 
caso dará lugar a ella. 
 Una vez llegado el día del juicio, las partes presentan la prueba ofrecida en la 
audiencia anterior (preparatoria) y allí el juez nuevamente otorga la palabra al 
consejo técnico, para que haga un análisis técnico de la información que se logró 
recabar con la prueba allegada a la causa, principal atención tiene la prueba pericial 
efectuada por organismos ya sea de la red SENAME u otros profesionales del área 
social, toda vez que el consejo técnico debe analizar si la metodología usada fue la 
adecuada por ejemplo en casos de niños menores de 5 años, si las técnicas de 
recolección de información que se uso para el desarrollo del peritaje fueron las 
necesarias como para dar una conclusión que permita formar convicción y por último, 
si los resultados obtenidos logran dar respuesta al objeto del juicio o a la hipótesis 
inicial que se planteó el Tribunal al momento de preparar el juicio. Concluye su 
opinión sugiriendo si acoger o rechazar la causa y si se acoge a su ver sugerir la 
intervención más apropiada para superar la conflictiva familiar, el tiempo de dicha 
intervención, y la periodicidad de remisión de informes que deben emitir las 
instituciones que se verán involucradas en el proceso.  Todo lo anterior, como ya se 
señaló en acápites anteriores, debe hacerse de manera oral y quedar registrado en 
la pista de audio correspondiente. Salvo en los casos en los que el juez dicta 
sentencia absolutoria, la causa continúa, pero ahora en etapa de cumplimiento, es 
decir, se debe ejecutar por las partes lo que el Tribunal determinó. Con la remisión 
de informes que van haciendo llegar las instituciones al Tribunal, se va evaluando el 
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desarrollo de la intervención y si se están cumpliendo o no con los objetivos que se 
dispusieron en la sentencia, o si resulta necesario modificarlos cuando hayan 
ocurrido otros eventos en la vida familiar que haga necesario enfocar la intervención 
en otro punto que por el momento requiera más atención, como ocurre en el caso de 
una muerte accidental por ejemplo. Todo ello pasa por un análisis que debe hacer el 
consejo técnico, dando lectura a cada uno de los informes que las instituciones 
emiten y que el juez estimó que para resolver necesitaba orientación de la 
profesional. De la misma manera ocurre cuando el plazo de intervención inicialmente 
estipulado por el Tribunal llegó a su fin. El consejo técnico debe analizar la causa y 
los avances obtenidos, evaluando si resulta necesario extender el plazo de 
intervención o si con lo realizado a la fecha por determinado programa, pudo dar 
cumplimiento al objetivo propuesto y en definitiva revertir la situación problemática 
que dio origen a la intervención, o quizás resulte necesario cambiar el programa por 
uno que intervenga en casos de mayor complejidad porque el que inicialmente 
intervino, no logró revertir la vulneración de derechos y la problemática siguió 
aumentando.  
 En cuanto a la participación del usuario, hay que distinguir en cuanto a la 
materia. Por ejemplo, si se trata de causas por violencia intrafamiliar, la víctima o 
denunciante puede manifestar su voluntad de no querer continuar con la causa en 
cualquier momento antes de que el Tribunal dicte sentencia. Tal manifestación debe 
ser puesta en conocimiento del Juez, quien previa evaluación del consejo técnico, 
puede aceptarla o rechazarla. De aceptarla, se dicta sentencia rechazando la 
denuncia, pero si el Tribunal estima que los hechos son de tal gravedad o que la 
denunciante muestra claras señales de haber sido obligada o amenazada para pedir 
no continuar con la tramitación, el juez, haciendo uso de las facultades que le 
confiere la Ley, puede continuarla, citando a las partes a audiencia, para que en 
dicha ocasión de manera verbal y previa indagación de antecedentes pueda  
manifestar su voluntad lo que quedará registrado en audio.   
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 Cuando se trata de una denuncia por violencia intrafamiliar efectuada por 
un tercero, el juez de familia, durante la audiencia preparatoria y previo informe del 
consejo técnico, podrá poner término al proceso a requerimiento de la víctima si su 
voluntad fuere manifestada de forma libre y espontánea. (Biblioteca del Congreso 
Nacional, 2019) 
 Distinta situación ocurre cuando la causa versa sobre vulneración de 
derechos hacia niños, niñas y adolescentes, porque independientemente de cómo 
haya llegado el requerimiento al Tribunal (familiares, vecinos, profesionales de 
educación, salud, otras redes comunitaria o incluso denuncia anónima) en caso de 
advertir la existencia de una vulneración grave de derechos el Tribunal conforme a la 
potestad que le confiere la Ley puede continuar la causa de “oficio” aunque la 
persona o institución que hizo la denuncia quiera desistirse de su tramitación. Lo 
anterior, a fin de resguardar el interés superior del niño, que como ya se señaló es 
uno de los principios rectores de los Tribunales de Familia. Por tanto la participación 
del usuario en este tipo de causas es aportar a que el Tribunal pueda recopilar la 
mayor cantidad de información para conocer la situación actual del NNA, lo que a su 
vez permitirá evaluar la existencia de daño asociado al hecho denunciado u otros 
que pudieran aparecer en el diagnóstico y junto con ello idealmente participar en la 
búsqueda de soluciones que permitan resignificar la experiencia mediante una 
terapia reparatoria que logre en definitiva restituir el o los derechos que se vieron 
vulnerados. La participación del usuario en este tipo de causas solo debiera terminar 
cuando el proceso de intervención también haya finalizado, ya sea por cumplimiento 
de los objetivos, porque la intervención ya no requiere de su participación directa en 
el proceso o porque han ocurrido otras situaciones que su presencia ha generado en 
el NNA otra vulneración de derechos, como por ejemplo el abuso sexual de parte del 
padrastro de sujeto de atención.  
 
5.5.- Contrato pedagógico.  
 
 Entendido este como “una estrategia didáctica que supone un acuerdo 
negociado después de un diálogo entre dos partes que se reconocen como tales 
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para llegar a un objetivo que puede ser cognitivo, metodológico o de 
comportamiento” (Przesmycki, 2000), al respecto se puede mencionar que si bien tal 
acuerdo no queda plasmado en documento alguno cuando el profesional consejero 
técnico mantiene una entrevista con el usuario, este quedaría tácitamente 
establecido cuando el profesional, una vez que ha escuchado el planteamiento o 
problemática que se expone, explica las soluciones que como Tribunal de Familia se 
pueden dar a su situación, informa los requisitos que deben darse para que ello 
ocurra, el tiempo que tardaría el Tribunal en resolver aquello y así también la 
participación que le cabria dentro del proceso, lo que se espera de él antes, durante 
y después de que se dicte sentencia, por ejemplo. Lo anterior a fin de que el usuario 
no se genere falsas expectativas respecto de los resultados esperados.  
 
5.6. - Formulación de hipótesis de intervención.  
 
                 Las hipótesis de intervención son planteadas tácitamente por el consejero 
técnico a medida que tiene el primer contacto con el usuario que acude al Tribunal de 
Familia en busca de alguna solución a su conflicto individual o familiar y a medida 
como va avanzando la tramitación de la causa, van surgiendo otras que necesitan 
ser despejadas. Las hipótesis, tanto acertadas como erróneas, son fundamentales en 
el trabajo con familia, ya que éstas nos ayudaran a guiar las diligencias que debemos 
efectuar, las pruebas que necesitamos sugerir al juez para obtener información que 
nos permitan confirmar la ocurrencia de los hechos o derechamente descartarlos.  
Para ello, el consejero técnico puede hacer usos de la información que se contiene 
en la misma causa, la entregada directamente por el usuario, victima o denunciante, 
y la que logre reunir con la triangulación de información a la que pueda acceder a 
través del “SITFA” (Sistema Informático de Tribunales de Familia), “Monito Web” 
(sistema interconectado con el Servicio de Registro Civil e Identificación), las que 
permitirán por su parte verificar la existencia de otras causas en las que ha tenido 
participación el usuario, la calidad en que éste se vio involucrado, ya sea como 
denunciante, denunciado o víctima, y por otra parte la existencia de anotaciones en 
su extracto de filiación y antecedentes que entrega el Registro Civil. 
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  Estos primeros planteamientos tomarán forma o serán descartados 
durante el tiempo que dure la tramitación de la causa y podrá variar conforme el 
criterio de cada consejera técnica que analice la causa, toda vez que las mismas no 
quedan radicadas en solo una profesional, pudiendo alguna haberse planteado una 
hipótesis de intervención al comienzo y en base a ello haber solicitado la práctica de 
determinadas diligencias, y posteriormente la causa pudo haber pasado al 
conocimiento de otra consejera, la cual, conforme a su criterio técnico, podrá 
complementar lo que hasta la fecha existía, sugerir nuevas diligencias o 
derechamente reformular otras hipótesis que buscarán enfocar el trabajo o 
intervención hacia otra dirección, todo lo cual debe ser analizado posteriormente por 
el juez, quien en definitiva es quien toma las decisiones.  
 Como se señaló en un comienzo, todas las hipótesis que pueda generar el 
profesional tienen relación principalmente con la existencia o no de una situación de 
vulneración de derechos en el caso de los menores de edad y con la existencia o no 
de una situación de violencia intrafamiliar que se enmarque en los términos que 
exige el artículo 5° de la Ley 20.066.   En el primer caso, una vez que se logra 
comprobar la hipótesis de que efectivamente un NNA fue vulnerado gravemente en 
sus derechos conforme a la prueba recibida, se deriva al programa correspondiente y 
conforme a su nivel de complejidad, esto es, baja complejidad como OPD (Oficina de 
Protección de Derechos) CESFAM (Centro de Salud Familiar) etc.; mediana 
complejidad, como PPF (Programa de Prevención Focalizada), PIB (Programa de 
Intervención Breve; casos de alta complejidad como son PIE (Programas de 
intervención Especializada, Centros de Reparación Especializada de Administración 
Directa (Cread); Programas de Fortalecimiento Familiar; Programas de Familia de 
Acogida Simple (FAS) y Programas de Familia de Acogida Especializada (FAE), 
entre otros.  
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 Una vez que los programas comienzan remitir sus informes de avances de 
la intervención, donde se darán cuenta de la adherencia de los usuarios al programa, 
los logros y/o retrocesos de la intervención, el consejero técnico debe ir a su vez 
planteándose nuevas hipótesis que ayuden a guiar el trabajo que los profesionales 
de los programas están desarrollando, pudiendo sugerir que cambien su enfoque o 
que potencien algunos que se están viendo mas débiles, estando la posibilidad 
incluso de sugerir al juez que todas las partes sean citadas a una audiencia especial 
de revisión de la medida de protección cuando se esté dando una situación que 
requiera de suma urgencia por haberse alejado de los objetivos que fueron 
planteados al momento de dictarse la sentencia.   
 En el caso de las causas por violencia intrafamiliar, la hipótesis de 
intervención se formulan de igual manera en el primer contacto con el usuario, pero 
éstas concluyen en la etapa de audiencia de juicio, oportunidad en la cual el consejo 
técnico debe dar a conocer al juez, con la prueba que fue incorporada, si se confirma 
o no la hipótesis que fue sugerida por ésta y establecida por el juez en la etapa de 
audiencia preparatoria, que por lo general dice relación con determinar la efectividad 
de que la denunciante fue víctima de actos constitutivos violencia intrafamiliar por 
parte del denunciado y si ésta presenta daño a causa de aquello. De comprobarse tal 
hipótesis, el Tribunal procede a dictar sentencia condenatoria, con la consiguiente 
multa y adopción de medida accesoria que puede ser el ingreso del denunciado a un 
programa para tratar su consumo problemático de alcohol, su incorporación a un 
tratamiento para el control de impulsos y la ira o derechamente el retiro del hogar que 
comparte con la víctima y/o la prohibición de acercamiento a ésta por un determinado 
periodo de tiempo. A diferencia de las causas por medida de protección, en caso de 
incumplimiento por parte del denunciado de las medidas adoptadas por el Tribunal, 
no existe la citación a una audiencia especial para tratar el tema o buscar otras 
alternativas que permitan dar cumplimiento a lo que se dispuso, sino que 
simplemente el juez lo considera como una desobediencia de un mandato judicial y 
deriva los antecedentes al Ministerio Público para que investigue el delito de 
desacato, sin perjuicio de poder imponer multas o arrestos conforme previene el 
artículo 238 del Código de Procedimiento Civil. 
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5.7.- Evaluación inicial o diagnóstica.   
 
 La evaluación inicial que hace el consejo técnico se basa principalmente en el 
formulario de deben llenar los usuarios donde se solicita indicar sus antecedentes 
personales, los de las personas que requieren de “ayuda” en su caso, un breve relato 
de los hechos que fundan su petición para luego concluir con las peticiones 
concretas que solicitan al Tribunal. Para el caso de las denuncias por violencia 
intrafamiliar, se suma un cuestionario anexo que permite evaluar principalmente la 
gravedad de los hechos y su frecuencia, con ello, el consejero técnico pueda analizar 
si efectivamente la situación puede ser conocida por el Tribunal de Familia o se 
enmarca dentro de lo que se denomina “maltrato habitual” siendo el articulo 14 de la 
Ley N°20.066 que lo tipifica y penaliza de la siguiente manera: “El ejercicio habitual 
de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el 
artículo 5º de esta ley se sancionará con la pena de presidio menor en su grado 
mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en 
el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.constituye un delito 
conforme lo previene el código penal, el cual debe ser conocido por el Ministerio 
Público.   (Biblioteca del Congreso Nacional, 2019).  De tal forma, la evaluación que 
realizará el consejo técnico dependerá si los antecedentes que se den a conocer al 
Tribunal se enmarcan o no dentro de lo que la ley establece, ya sea como 
vulneración grave de derechos o una situación de violencia intrafamiliar, ello sumado 
al conocimiento técnico de la profesional en orden a efectivamente advertir en el 
relato del usuario actitudes, comportamientos o indicios propios de violencia 
intrafamiliar, como la asimetría en el relación de poder, actos de control, dominancia, 
humillación, silencios ofensivos, la presencia del circulo de violencia en la dinámica 
familiar, entre otros.  
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Con la promulgación de la Ley 19.968 que creó los Juzgado de Familia y 
atendidas la especificidad de las materias que la ley le encomendó conocer, 
transformándose en “tribunales especializados” al conocer de la diversidad de los 
asuntos que aquejan a la familia en general, y principalmente a los niños, niñas y 
adolescentes que conforman dicho grupo, se requirió modificar la estructura de los 
antiguos Juzgados de Menores para ampliar la mirada de a través de la 
incorporación  de un equipo multidisciplinario, principalmente de personas con 
capacitación especifica en asuntos de familia e infancia. Por ello, la incorporación 
que hace el artículo 2° de la Ley 19.968 al incorporar la figura  del Consejo Técnico, 
constituye una innovación positiva en función de conocer integralmente la 
problemática que atiende esta judicatura, ya que su asesoría especializada le 
permite al juez una mejor comprensión de los hechos y situaciones que se ventilan 
ante el Tribunal, permitiéndole además tener una visión más profunda e 
interdisciplinaria que resulta indispensable para el pleno logro de los objetivos de 
dicha institución. 
 Es por ello que el Consejo Técnico, como organismo auxiliar de la 
administración de justicia, está compuesto por profesionales en el número y con los 
requisitos que establece la Ley, siendo su principal función la asesorar, individual o 
colectivamente a los jueces con competencia en asuntos de familia en el análisis y 
mejor comprensión de los asuntos sometidos a su conocimiento, en el ámbito de su 
especialidad. 
 El hecho de que tales profesionales sean quienes soporten parte importante 
de la carga relacionada con el análisis de los antecedentes de los diversos asuntos 
que se le presentan, especialmente los vinculados a la amenaza o vulneración de 
derechos como así también a la violencia intrafamiliar y manejo de redes, permite a 
al juez enfocarse eficientemente en el análisis estricto del derecho, siendo apoyado 
por este organismo asesor que le entrega sugerencias sobre la mejor manera de 
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resolver determinados asuntos que no forman parte de su especialidad, más allá de 
las capacitaciones que al respecto puedan haber hecho o sigan realizando, pero de 
manera más somera.  
Si bien el artículo 7 de la Ley 19.968 establece los requisitos para integrar el 
consejo técnico, señalando “para ser miembro del consejo técnico, se requerirá 
poseer título profesional de una carrera que tenga al menos ocho semestres de 
duración, otorgado por alguna universidad o instituto profesional del Estado o 
reconocido por éste. Además, se deberá acreditar experiencia profesional idónea y 
formación especializada en materias de familia o de infancia de a lo menos dos 
semestres de duración, impartida por alguna universidad o instituto de reconocido 
prestigio que desarrollen docencia, capacitación o investigación en dichas materias”, 
los profesionales que en mayor número ocupan tal puesto son los trabajadores 
sociales, seguidos por los psicólogos.  Lo anterior tendría una directa relación con   la 
naturaleza misma de su especialidad, al ser considerado el trabajador social, por 
ejemplo, como una de las profesiones de las que se vincula de manera más regular 
al ámbito de familia e infancia, de ahí que el Título I letra c) del Mensaje del proyecto 
que desembocó en la actual Ley de Tribunales de Familia dijera que: “(….) Cada 
Tribunal de Familia tendrá un Consejo Técnico, que constituye un cuerpo de asesoría 
especializada, compuesto por asistentes sociales y psicólogos.(….)”. Posteriormente 
la norma fue modificada ampliándose hacia otras carreras del área social como 
sociología y orientación familiar, no obstante, como se señaló, en la práctica el mayor 
número de consejeros técnicos siguen siendo de trabajadores o asistentes sociales y 
psicólogos.  
Las funciones que realiza el consejo técnico son diversas y también variarán 
dependiendo el Juzgado de Familia donde desarrolle su labor, ya que como se dijo 
en apartados anteriores, sus funciones han ido cambiando, sumándose algunas 
mediante diversas normativas ya sea a nivel nacional, como por los Planes de 
Trabajo desarrollados por cada uno de los Tribunales de acuerdo a las necesidades 
de éstos.  
Para concluir, se puede señalar que la reforma introducida por la Ley 19.968 
fue exitosa al incorporar dentro de los Tribunales de Familia la institución del Consejo 
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Técnico, ya que entre otras cosas potenció la especialización que se pretendió en la 
elaboración del proyecto que terminó en dicha ley. Si bien año a año se van 
implementando a nivel de Poder Judicial modificaciones que permiten mejor el nivel 
de eficiencia y eficacia de los procesos, así también el consejo técnico ha ido 
generando modificaciones para optimizar su gestión, cuentan actualmente con un 
Asociación de Consejeras Técnicas (ANCOT) cuyos principales objetivos son velar y 
promover el mejoramiento de las condiciones de trabajo y económico de sus 
asociados, procurando el perfeccionamiento profesional y la especialización 
constante, fomentando la cooperación e intercambio científico y profesional.  
Es por todo lo anterior que se puede considerar la figura  del Consejo Técnico 
como una institución clave en la judicatura de familia y no tan solo por la asesoría y  
apoyo que presta al juez y a quienes allí trabajan, sino que a mi criterio lo que 
considero más valioso es que puede contribuir a generar un acercamiento entre los 
usuarios y el Poder Judicial, favoreciendo la comprensión de los procesos judiciales, 
el lenguaje jurídico poco entendido por el general de las personas y sobre todo en el 
que los usuarios comprendan que las decisiones adoptadas son efectuadas en base 
a antecedentes que fueron recopilados con la debida acuciosidad, que lo único que 
buscan en contribuir a mejorar su calidad de vida y la de su grupo familiar por tanto 
requiere de su compromiso más aun cuando éstas están orientadas a favorecer el 



















 Biblioteca del Congreso Nacional. (19 de 01 de 2019). Ley Chile . Obtenido de 
https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=229557 
 Biblioteca del Congreso Nacional. (21 de enero de 2019). Maltrato Habitual: 
tipo penal, incompetencia del Juez de Familia,estadística nacional y derecho 
comparado. Obtenido de www.bcn.cl: 
https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/20523/5/Delito%20de
%20Maltrato%20Habitual_v5.pdf 
 Comte, A. (1965). Discurso sobre el espíritu positivo. Buenos Aires: Aguilar. 
Obtenido de https://jenifferisabelvalladares.wordpress.com/capitulo-vii/el-
positivismo/ 
 García, T. F. (2003). Trabajo Social con Casos. Alianza Editorial. 
 Hart. (1980). El positivismo y la independencia entre el derecho y la moral. 
México: Dworkin. 
 Hechem, M. J. (20 de 11 de 2018). 
https://web.archive.org/web/20140727082031/http://www.tesis.uchile.cl/bitstrea
m/handle/2250/111739/rivera_m.pdf. Obtenido de 
https://web.archive.org/web/20140727082031/http://www.tesis.uchile.cl/bitstrea
m/handle/2250/111739/rivera_m.pdf 
 Przesmycki, H. (2000). La pedagogía del contrato. En El contrato didáctico en. 
Barcelona: Graó. 
 SALAMANCA, A. V. (2016). La institucion del consejo técnico y su rol en las 
causa de familia. Santiago de Chile: Facultad de Derecho, Universidad de 
Chile . 
 Torrico Linares, E., Santín Vilariño, C., Andrés Villas, M., Menéndez 
ÁlvarezDardet, S., & López López, M. J. (2002). El modelo ecológico de 
58 
 
Bronfrenbrenner como marco teórico de la Psicooncología. En E. Torrico 
Linares, C. Santín Vilariño, M. Andrés Villas, S. Menéndez ÁlvarezDardet, & 









               JUZGADO DE FAMILIA DE ANCUD 
 
PLANTILLA SOLICITUD MEDIDA DE PROTECCION 
DATOS DEL NIÑO, NIÑA O ADOLESCENTE 
Nombre    
RUN:  
Fecha de Nacimiento  
Edad  
Dirección   
Teléfono   
Escolaridad  
Causas Anteriores  
 
 
DATOS DEL REQUIRENTE/ABUELA MATERNA 
Nombre    
RUN  
Dirección   
Fecha de Nacimiento  
Teléfono   E-MAIL: 
Actividad  
Domicilio Laboral  
Notificación  
Vínculo o Parentesco 
con el Niño (a) 
 
 
DATOS DE LA REQUERIDA/ MADRE 
Nombre    
RUN  
Dirección   
Fecha de Nacimiento  
Teléfono   E-MAIL: 
Actividad  
Domicilio Laboral  
Vínculo o Parentesco 
con el Niño (a) 
 
 




Nombre    
RUN  
Dirección   
Fecha de Nacimiento  
Teléfono   E-MAIL: 
Actividad  
Domicilio Laboral  
Vínculo o Parentesco 
con el Niño (a) 
 
 
FUNDAMENTOS DEL REQUERIMIENTO DE MEDIDA DE PROTECCION: (debe exponer brevemente la situación 






































                                                                                                                                    
SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES: (Solicitarla en la eventualidad de que Ud. considere que el niño, niña 










NOMBRE: ____________________________________________     FIRMA: ___________________________ 
FECHA: _____________________  


















                                    
 
                                             JUZGADO DE FAMILIA DE 
 
PLANTILLA DEMANDA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 
DATOS DE LAS PARTES 
Nombre Demandante  
RUN  
Dirección Demandante  
  
Teléfono / e- mail  
Actividad  
Domicilio Laboral  
FORMA ESPECIAL DE NOTIFICACIÓN   
 
Nombre Demandado  
RUN  
Dirección Demandado  
Teléfono / e-mail  
Actividad  
Domicilio Laboral  
 
HECHOS DE VIOLENCIA DENUNCIADOS: (debe especificar el hecho o los hechos que denuncia, indicando 
claramente el maltrato ocurrido que denuncia en esta oportunidad y la fecha y hora en que ocurrió, junto con llenar el 
cuestionario que se adjunta) 
























 SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES: (Solicitarla en la eventualidad de que Ud. considere que se encuentra en 









                                                                                                                                                         
JUZGADO DE FAMILIA DE 
ANCUD 
 
CUESTIONARIO ANEXO – DENUNCIA DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 
 
Por favor, responda sinceramente las siguientes preguntas, marcando con una “X” sus respuestas y llenando los 
espacios cuando corresponda: 
 
1.- ¿Cuál es su relación de parentesco con el 
denunciado(a)?:_________________________________________. En el caso de convivencia, ¿Por cuánto 
tiempo se ha extendido ésta? ___________________________________________________ 
2.- ¿Ha sufrido por parte del agresor(a) malos tratos de palabra como insultos, garabatos, humillaciones, 
ofensas, frases hirientes, descalificaciones, etc.? 
SI____                          NO____ 
¿Hace cuanto tiempo y con qué frecuencia? ________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
3.- ¿Ha sufrido por parte del agresor(a) violencia física como puñetes, patadas, empujones, tirones de pelo, 
cachetadas, etc.? 
SI____                          NO____ 
¿Hace cuanto tiempo y con qué frecuencia? ________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
4- ¿Ha sufrido de parte del agresor (a) alguna amenaza de muerte o de ser golpeada(o)? 
SI____  No ____ 
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¿Hace cuánto tiempo y con qué frecuencia? ________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
5.- Si ha recibido amenaza de muerte o de lesiones de parte del agresor(a), ¿de qué forma ha sido? 
____ De palabra 
____ Con objetos, indique cual _____________________ 
6.- ¿Ha sido obligada mediante amenaza o golpes a mantener relaciones sexuales involuntariamente? 
SI____                        NO____ 
¿Hace cuanto tiempo y con qué frecuencia? ________________________________________________ 
___________________________________________________________________________________ 
7.- ¿El denunciado administra su dinero o la controla o pretende controlarla a través del dinero? 
SI____                        NO____ 
¿Hace cuanto tiempo y con qué frecuencia? ________________________________________________ 
____________________________________________________________________________________ 
8.- ¿El agresor(a) controla el contacto con sus amistades o con su familia? 
SI____                        NO____ 
9.- ¿El agresor(a) es celoso(a)? 
SI____                        NO____ 
10.- ¿El agresor(a) le prohíbe trabajar? 




11.- ¿El agresor(a) consume alcohol? 
SI____                        NO____ 
¿Con que frecuencia?_______________________________________________________________ 
12.- Si el agresor(a) consume alcohol, ¿aumenta su agresividad? 
SI____                        NO____ 
¿Con que frecuencia?_______________________________________________________________ 
13.- ¿El agresor(a) consume drogas? 
SI____                        NO____ 
¿Con que frecuencia?_______________________________________________________________ 
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14.- ¿Le tiene miedo al agresor(a)? 
SI____                        NO____ 







16.- ¿Ha efectuado denuncias previas por violencia intrafamiliar? 
SI____                        NO____ 
Fiscalía_____________________________; Juzgado de Familia ______________________________ 
17.- ¿En el caso de haber efectuado denuncias previas por violencia intrafamiliar, se le han aplicado medidas 
cautelares al agresor(a)? 
SI____                        NO____ 
18.- ¿Las medidas cautelares antes aplicadas, han sido cumplidas por el agresor (a)? 
SI____                        NO____ 
19.- ¿Ha tenido atención psicológica por este motivo?  
SI____                        NO____ 
¿Donde?____________________________________________________________________________ 
20.- ¿El agresor(a) tiene en Tribunales procesos pendientes o condenas por delitos contra las personas, 
delitos sexuales o infracción a la ley de armas? 
SI____                        NO____ 
NOMBRE: ________________________________________________ FIRMA: ____________________ 
FECHA: _____________________ 
 







                                    
 




RATIFICACION  VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 
DATOS DENUNCIANTE 
Nombre Denunciante   
RUN   
Dirección    
Teléfono  Estado Civil  
Actividad   
Lugar de Trabajo    







Nombre Denunciado   
RUN   
Dirección   
Teléfono   Estado Civil:  
Actividad  
Lugar de Trabajo  
HECHOS DE VIOLENCIA DENUNCIADOS: (debe especificar el hecho o los hechos que denuncia, indicando 
claramente el maltrato ocurrido que denuncia en esta oportunidad y la fecha y hora en que ocurrió, junto con llenar el 
cuestionario que se adjunta) 
Que, el día        , de               , de 2016                     horas. 












FORMA ESPECIAL DE NOTIFICACION QUE AUTORIZA (obligatorio) 
PERSONAL _________TELEFONO______X______  CORREO ELECTRONICO____________________  
RIT:  




SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES: (Solicitarla en la eventualidad de que Ud. considere que se encuentra en 
riesgo su integridad física, o le tiene temor a la reacción del agresor(a) por la realización de la denuncia.) 










                
 









Funcionario que recepciona: _____ 
